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Resumen

Hace aproximadamente una década se inició una ambiciosa reforma en la Administración de Justicia que afectaba a todos los ámbitos de la misma: estructural, funcional, personal y tecnológico. A tal fin, se acometió la promulgación de las normas reguladoras de la Nueva Oficina Judicial (NOJ); se aprobaron las necesarias reformas legales para adaptar las distintas funciones y competencias del personal al servicio de la Administración de Justicia; se promulgó la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de Justicia (LUTICAJ); y, finalmente, se han impulsado importantes reformas en normas procesales con el fin de adaptarlas a un nuevo paradigma: la Justicia electrónica o e-Justicia, que se pretende más moderna, eficiente, eficaz y capaz de dar respuestas a los requerimientos que la sociedad demanda de este servicio público en el siglo XXI. Sin embargo, el resultado no ha sido, en muchos aspectos, el que se esperaba de tan relevante reforma. En este trabajo nos proponemos analizar las acciones del CGPJ, los indudables logros alcanzados, pero también los problemas pendientes de resolver y que impiden, en definitiva, la culminación de este proceso de modernización.
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The modernisation and digital transformation of the administration of justice: the role of the General Council of the Judiciary

Abstract

About a decade ago an ambitious reform in the administration of justice began that affected all its areas: structural, functional, personal and technological. To this end, the promulgation of the regulatory norms of the New Judicial Office (NJO) was undertaken; the necessary legal reforms were approved to adapt the different functions and competences of the personnel to the service of the administration of justice; Law 18/2011, of July 5, regulating the use of information and communication technologies in the administration of justice was promulgated; and, finally, important reforms in procedural norms have been promoted in order to adapt them to a new paradigm: electronic Justice or e-Justice, which aims to be more modern, efficient, effective and capable of responding to the requirements that society demands for this public service in the 21st century. However, the result has not been, in many respects, what was expected of such a relevant reform. In this work we will analyse the actions of CGPJ (General Council of the Judiciary), the undoubted achievements, but also the problems that are pending to be resolved and that ultimately prevent the culmination of this modernisation process.
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1. Introducción

Administrar justicia es una de las más complejas funciones que actualmente desarrolla el Estado concebido como poder público, sobre todo desde un punto de vista técnico. La Administración de Justicia se presenta como la garante, en última instancia, de los derechos y libertades. Para cumplir con este cometido la Justicia debe ser capaz de dar respuesta a las demandas y necesidades de la sociedad con agilidad y eficiencia. En última instancia, su correcto funcionamiento es esencial en un Estado de derecho.

Históricamente la Administración de Justicia en España estaba residenciada en un modelo con una estructura arcaica, tecnológicamente muy limitada y lastrada por un endémico problema de este servicio público: la falta de jueces y magistrados, lo que se concretaba en la incapacidad de dar respuesta a la alta litigiosidad en tiempos razonables. Consecuentemente, la percepción social de este servicio público era en general negativa, reflejo de una Administración obsoleta que era, además, la peor valorada1, percepción que no se ha conseguido revertir. La Administración de Justicia sigue siendo demasiado lenta, adolece de agilidad para ofrecer respuestas eficaces, sigue siendo oscura, poco comprensible para los profanos en la materia y alejada, en muchas ocasiones, de la realidad que vive la sociedad a quien tiene la obligación de servir2. En este contexto, otro factor que resulta determinante cuando se trata de analizar la evolución y el estado actual de la Administración de Justicia es el retraso con el que se ha acometido su modernización e incorporación a la sociedad de la información, en particular para adaptar y utilizar las tecnologías de la información y la comunicación en el desarrollo de su actividad3. Este retraso se debe, además, a la fragmentación competencial que, unida a la falta de una efectiva coordinación entre las distintas Administraciones con competencias en la materia y el propio Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), supone que la modernización estructural, funcional y tecnológica se produzca de manera desigual y termine por afectar al diseño y funcionamiento conjunto del sistema, en particular si tenemos en cuenta las exigencias de interoperabilidad que plantea la implantación de la tecnología.

De la misma forma, las inercias contrarias a una modernización radical por parte de muchos de los colectivos implicados –personal funcionario, jueces y magistrados, y profesionales– y del propio Ejecutivo –que puede ver en una Justicia ágil, moderna y dotada de medios un elemento de control de sus actuaciones4– suponen una limitación importante para que esos avances sean todo lo efectivos que se preveían. Por otra parte, no ha habido un auténtico impulso a la incorporación de las tecnologías de la información y la comunicación hasta hace pocos años, y es aún reciente la implantación de un sistema que pueda llegar a ser efectivo pero que, en nuestra opinión, se ha visto negativamente afectado por una deficiente previsión tanto por lo que se refiere a la formación como a los medios disponibles.

Así pues, la Administración de Justicia sigue pendiente de culminar la reforma iniciada para poder obtener los beneficios y ventajas que el uso de la tecnología puede reportar de inmediatez –por el ahorro en tiempo y la consiguiente agilización en la tramitación de expedientes– y de reducción de costes y necesidades de espacio, mejoras que se han podido apreciar desde hace años en otros ámbitos como el tributario o la Seguridad Social5.

Se trata en definitiva de poner los medios para «prestar servicios públicos de mejor calidad, reducir los tiempos de espera, mejorar la eficacia en el uso de los fondos públicos, aumentar la productividad y mejorar la transparencia y la rendición de cuentas»6. Todo ello sin que se retroceda en el respeto a los derechos de los ciudadanos y ciudadanas, quienes no deben ver mermadas sus garantías jurídicas ante la mayor eficacia que se presume de la innovación tecnológica7, uno de los pilares en los que se asienta el proceso de modernización.



2. La reforma de la Administración de Justicia diez años después

La reforma de la Oficina Judicial se inicia con un doble objetivo. Por una parte, su rediseño estructural, funcional, espacial y de personal y, por otra, la incorporación de la tecnología con el objetivo de optimizar la actividad del personal y los recursos. Una especial atención se ha prestado a la implantación del expediente judicial electrónico, con el que se pretendía reducir los tiempos de tramitación y la excesiva burocratización eliminando el uso del papel en todos sus trámites, en búsqueda de una mayor agilidad y eficacia que, en definitiva, supondría también una reducción de costes8.


2.1. El punto de partida

Ha sido fundamentalmente en los últimos diez años cuando ha tenido lugar la aprobación de diversas normas jurídicas con las que se ha pretendido modificar el funcionamiento de la Administración de Justicia9.

En el plano estructural, las modificaciones legales operadas en los artículos 435 y sigs. de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (LOPJ) han tratado de incorporar un nuevo modelo de oficina judicial (NOJ). Hasta entonces, su estructura se basaba en un «modelo diseñado en el siglo XIX para una sociedad eminentemente rural y con un muy diferente sistema de comunicaciones»10, en el que cada juzgado y tribunal funcionaba de forma independiente, diseño que resultaba poco operativo y que algún sector de la doctrina ha calificado como «islas»11. La NOJ pasará a estar integrada por dos unidades: los Servicios Comunes Procesales (SCP) y las Unidades Procesales de Apoyo Directo (UPAD)12. Esta nueva estructura está diseñada para una Administración de Justicia totalmente informatizada en la que el expediente judicial electrónico es el elemento fundamental de trabajo. En este contexto incipiente se producen las primeras implantaciones a modo de prueba y como experiencia piloto del modelo de NOJ en el año 2010, únicamente en algunas comunidades autónomas, en determinadas ciudades, y solo inicialmente en la jurisdicción social y civil13.

En el plano tecnológico se diseña la plataforma LexNET, se promulga la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de Justicia (LUTICAJ), que regula la incorporación de las TIC a la Administración de Justicia, y se procede a la progresiva implantación de los tres elementos clave: la NOJ, LexNET, regulado hoy por el Real Decreto 1065/2015, y el expediente judicial electrónico, cuya regulación básica se encuentra en la mencionada LUTICAJ. Asimismo, se acometen diversas reformas en leyes procesales para adaptar los procesos al nuevo expediente judicial electrónico. Básicamente, su regulación más detallada se encuentra en la Ley de Enjuiciamiento Civil como normativa procesal de referencia. En particular es necesario destacar la reforma operada por la Ley 42/2015, de 5 de octubre, en la que se estableció la obligación de utilizar medios electrónicos –y en concreto el sistema LexNET– en un intento de que la Administración de Justicia abandonara el soporte papel tanto en la gestión documental como en las presentaciones de escritos, notificaciones y comunicaciones. Sin embargo, dicha implantación fue a nuestro juicio precipitada, pues ni la Administración de Justicia estaba preparada tecnológicamente ni se apostó decididamente por la formación del personal y de los diversos colectivos profesionales implicados. Además, las carencias en cuanto a falta de interoperabilidad entre los distintos sistemas de gestión procesal, el retraso en la dotación a jueces y magistrados de la firma electrónica, la falta de cumplimiento de los requerimientos establecidos en el Esquema Nacional de Seguridad y, en definitiva, la ausencia de actuaciones coordinadas entre Administraciones han complicado la plena implantación del expediente judicial electrónico.

En el plano funcional, la transición de un modelo a otro se ha apoyado fundamentalmente en la figura del Letrado de la Administración de Justicia (LAJ), quien ha asumido no solo las tradicionales funciones de gestión, personal y fe pública judicial, sino que a estas se han sumado –no sin ciertas desavenencias y resistencias doctrinales14–, funciones decisorias en determinadas fases del procedimiento e incluso la asunción total de la facultad de decidir en determinados tipos de procedimiento15. En puridad lo que se ha pretendido con la reforma es descargar al titular del órgano judicial de cualquier otra tarea que no sea la de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, reservando al LAJ y demás personal funcionario el resto de funciones16.

También en el ámbito espacial se preveían importantes cambios en el diseño de las nuevas oficinas judiciales. Frente al tradicional juzgado se pretende la implantación de grandes espacios comunes cuyo personal se adscribe a servicios comunes procesales especializados (de ordenación del procedimiento, de ejecución, de notificaciones y embargos, etc.), al frente de los cuales hay varios LAJ. Por otra parte, las UPAD están servidas por un reducido número de funcionarios que realizan las labores de asistencia al titular del órgano judicial, y que despachan los procedimientos que llegan desde los SCP para un determinado trámite que requiere decisión judicial, al frente de las cuales también se encuentra un LAJ que puede servir a uno o más órganos judiciales.

Así pues, este diseño institucional habría requerido una efectiva interconexión de los sistemas de información pues, como puede comprobarse, supone pasar de un modelo de gestión basado en cada órgano judicial a otro sustentado en la gestión común de espacios, herramientas y aplicaciones informáticas, lo cual supone en, definitiva, además de un cambio organizativo, un cambio cultural17, es decir, la aceptación plena por parte de todos los sectores implicados de que los avances, si bien lentos y costosos, se van a reflejar en mejoras en el servicio que presta la Justicia, en su gestión y en su eficiencia y eficacia. Sin embargo, las inercias contrarias existentes tanto a nivel político como a nivel de operadores jurídicos –tanto externos como internos– indican que falta por consolidarse ese cambio cultural y de mentalidad necesario para que se aborden las multiples tareas que aún quedan pendientes de realizar, como analizamos seguidamente.



2.2. El estado actual de la Administración de Justicia

De haberse seguido las previsiones normativas en cuanto a plazos y acciones programadas, en la actualidad la NOJ y el expediente judicial electrónico debieran estar plenamente implantados y funcionando con normalidad. No obstante, como hemos venido exponiendo, tales previsiones no solo no se han cumplido, sino que la dotación, situación e imagen de la Administración de Justicia sigue, prácticamente, en los mismos parámetros que al inicio de la reforma.

Estas acciones normativas referidas deben ir acompañadas de otras sinérgicas y proactivas de carácter económico y tecnológico. En este sentido, la insuficiente inversión presupuestaria, la fragmentación competencial unida a la ausencia de una efectiva coordinación, la falta de interoperabilidad entre los distintos sistemas de gestión procesal –también inicialmente con el sistema Fortuny de la Fiscalía General del Estado18–, han lastrado el proceso de modernización. Así, a nivel estructural, en la actualidad las sedes de la NOJ con plena implantación están en las ciudades de Murcia, Cuenca, Ciudad Real, Cáceres, Badajoz, León, Burgos, Ceuta y Melilla19, sin que se haya implantado en el resto del Estado. En cuanto a la Oficina Fiscal solo se está implantando en el territorio donde ejerce sus competencias el Ministerio de Justicia y, dentro de este, está plenamente implantada en Murcia, Ceuta, Melilla, Cuenca y Cáceres20. Tan escaso índice de cumplimiento de las previsiones legales iniciales es indicativo de que, además de las causas indicadas, hay una importante falta de asunción y empatía con el nuevo modelo por parte de todos los sectores implicados.

En el plano tecnológico no pueden negarse evidentes avances, además de que hemos de poner en valor las decididas acciones del CGPJ para avanzar en la dotación de herramientas a los juzgados y tribunales que faciliten y economicen múltiples gestiones de las que han de realizarse en la tramitación de los procedimienrttos judiciales, contribuyendo a la agilización, eficacia y ahorro de tiempo en la resolución de los expedientes. En este sentido ha sido determinante el Punto Neutro Judicial y la aplicación Inter-Ius21. Sin embargo, la falta de interoperabilidad entre los distintos sistemas de gestión procesal es el principal obstáculo para una Justicia plenamente electrónica al no haber cumplido el CGPJ el mandato contenido en el artículo 230 de la LOPJ de exigir su efectiva compatibilidad, tal y como establecía el apartado 5 del artículo en su anterior redacción, competencia que en la redacción actual el apartado 6 atribuye al Comité Técnico Estatal de la Administración de Justicia Electrónica (CTEAJE).

En este contexto no es posible trabajar con el expediente judicial electrónico y que este despliegue todas las funcionalidades y ventajas que de su implantación y utilización se pueden obtener y que se definen y regulan en la LUTICAJ. También en el plano tecnológico resulta determinante la incompatibilidad de varios de los sistemas de gestión procesal de algunas comunidades autónomas con la plataforma LexNET22. Más allá de que revertir esta situación resulta especialmente costoso tanto económica como técnicamente –hacer los sistemas compatibles requiere un volcado de documentación que precisa de fuertes inversiones de dinero y tiempo, además de superar otras complicaciones tecnológicas–, situación que podría haberse evitado si, desde el primer momento, el CGPJ hubiera autorizado solo sistemas compatibles que cumplieran los requerimientos técnicos determinados por el propio CGPJ. Dicha previsión por parte del órgano de gobierno de los jueces cobraba si cabe más sentido precisamente por la fragmentación competencial a que hemos aludido, pues podían presumirse las dificultades que se presentarían en el futuro para hacer compatibles los distintos SGP creados por las Aministraciones autonómicas con competencias en la materia, como efectivamente está sucediendo.

Finalmente, el diseño de mejoras en las herramientas que hagan más útil y facilite el uso para la gestión de los expedientes resulta fundamental cuando se trata de abandonar un modelo de trabajo para empezar a utilizar otro. El usuario o usuaria debe encontrar ventajas en el nuevo modelo para que no desarrolle resistencias e inercias contrarias a su uso. De la misma forma es preciso efectuar las inversiones necesarias para que las salas de vistas estén dotadas de los equipos informáticos necesarios para poder realizar y seguir un juicio de modo totalmente electrónico.

Según se ha advertido con acierto, la situación actual deriva de una «falta de continuidad en las políticas integradas de gestión del cambio»23. Los objetivos establecidos en las normas reguladoras que no se han cumplido son relevantes, tal y como sucede con el relativo al «papel cero», de imposible cumplimiento en estos momentos24; o la definitiva incorporación de los medios tecnológicos necesarios y adecuados para hacer de la Justicia un servicio público más cercano a la ciudadanía y más transparente25, permitiendo el acceso a los expedientes judiciales. De la misma forma el problema de la insuficiente dotación de órganos judiciales sigue sin resolverse26, así como la falta de eficacia y la dilación en la resolución de los procedimientos, que sigue siendo apreciado como otro grave y endémico problema27.

Ante esta situación el CGPJ ha aprobado la Instrucción 1/2018, relativa a la obligatoriedad para jueces y magistrados del empleo de medios informáticos a que se refiere el artículo 230 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en la que establecen las condiciones y requerimientos técnicos que deben cumplir los medios tecnológicos al servicio de la Administración de Justicia para que su uso se pueda imponer como obligatorio a los jueces y magistrados, que analizamos seguidamente. La pregunta a plantear resulta elemental: la citada Instrucción, ¿ha servido para impulsar este proceso?




3. La Instrucción 1/2018, del CGPJ: ¿un freno o un avance para la definitiva modernización tecnológica de la Administración de Justicia?

A partir del 1 de enero de 2016, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 230 de la LOPJ, la LEC obliga a todos los profesionales de la Justicia y órganos judiciales y fiscalías a la utilización de los sistemas telemáticos existentes en la Administración de Justicia para la presentación de escritos y documentos y la realización de actos de comunicación procesal, debiendo la Administración competente, las demás Administraciones, profesionales y organismos que agrupan a los colectivos establecer los medios necesarios para que ello sea una realidad. La obligatoriedad y exclusividad del uso de medios electrónicos y la prohibición de transcripción y empleo del papel en la tramitación de los procedimientos28 que impone el mencionado artículo 230 de la LOPJ y el 147 de la LEC conlleva la necesaria puesta a disposición de los jueces y magistrados de los medios adecuados para poder desarrollar su trabajo con plenas garantías y sin que el mismo les suponga duplicar esfuerzos y trabajo. Ante tales obligaciones legales, la falta de la correlativa dotación de los medios tecnológicos necesarios y adecuados provocó una inercia contraria a asumir tales obligaciones por parte de los titulares de los órganos judiciales, quienes han constatado que la incabada transformación digital de la Administración de Justicia complica en muchas ocasiones su tarea y no ha contribuido a subsanar los problemas que intentaban afrontarse.

En este contexto se promulga la Instrucción 1/2018, cuya justificación queda expuesta en su Exposición de Motivos, donde se evidencia que el CGPJ, después de muchos y reiterados incumplimientos en la normativa general y específica en materia de implantación de las TIC en la Administración de Justicia, ha tomado la decisión de ejercer sus competencias de coordinación en la materia que le atribuyen tanto la LUTICAJ como la LOPJ29.

La Instrucción trae causa en las modificaciones que el artículo 230.1 y 2 de la LOPJ ha sufrido, y en cuya redacción actual se establece la obligatoriedad del uso por los jueces y tribunales de los «medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, puestos a su disposición para el desarrollo de su actividad y el ejercicio de sus funciones». Ante tal previsión legal y la consecuencia jurídica derivada de un posible incumplimiento por parte de los jueces y magistrados, que podría llevar aparejadas sanciones disciplinarias por desatención e incumplimientos de los deberes del cargo, el CGPJ acuerda establecer los requisitos que deben satisfacer los medios técnicos para que la obligatoriedad de su uso sea exigible. Los motivos que sustentan tal decisión, más allá de ser absolutamente razonables, impiden que se traslade a jueces y magistrados la carga de soportar las consecuencias que se derivan de las decisiones de las Administraciones competentes en materia de Administración de Justicia. En concreto, en el sentido de que, de no ejercer ese control previo, se correría el riesgo de que, bajo la apariencia del suministro de medios técnicos –un simple programa informático de gestión procesal–, se alteren las condiciones del puesto de trabajo del juez o magistrado.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 1 de la Instrucción, los ejes de actuación del CGPJ se centran en tres cuestiones relacionadas entre sí. En primer lugar, las especificaciones y requerimientos técnicos que deben reunir los programas y SGP para trabajar en un entorno de expediente judicial electrónico, tanto integrado en el SGP o externo al mismo, como herramienta especializada para trabajar con él, a lo cual dedica la norma el artículo 2, en el que se establecen los requisitos técnicos para que la obligatoriedad de su uso sea exigible a jueces y magistrados. En relación directa con este eje está el artículo cuarto de la norma, que regula el procedimiento para la verificación de que los programas reúnen las condiciones que permiten al CGPJ imponer su obligatoriedad para jueces y magistrados.

El segundo eje de actuación es el referido a la formación en la utilización de los programas30, artículo tercero de la norma, estableciéndose la obligatoriedad de que las Administraciones que implanten los programas de gestión procesal deberán facilitar a los jueces y magistrados la formación necesaria para el uso de los mismos. Dicha formación será validada por la Comisión Permanente del CGPJ antes de imponer a los jueces y tribunales la obligatoriedad de su uso, que ponderará si la misma es adecuada por tiempo, contenidos y calidad, previo informe del Servicio de Formación Continua y de la Sección de Informática Judicial. Se añade además que el uso de programas y SGP o de los instrumentos informáticos no será obligatorio mientras no se imparta la formación necesaria en los términos indicados. Asímismo, por primera vez se introduce por parte del CGPJ una nueva variable dirigida a las Administraciones con competencias en materia de Justicia consistente en el establecimiento de políticas de prevención de salud profesional con relación al uso de pantallas de visualización de datos conforme a la normativa del Plan de Prevención de Riesgos Laborales de la Carrera Judicial31.

El tercer eje se concreta en las consecuencias derivadas de la no superación del test de requisitos técnicos, de gestión y de formación mínimos para que el programa pueda imponerse como obligatorio. Para estos casos, la Instrucción prevé que se deberá garantizar el acceso a los expedientes en papel, así como su conservación en dicho formato en tanto subsista la situación descrita.

La Instrucción incorpora un anexo técnico en el que se regulan especificaciones técnicas para el expediente judicial electrónico, que impone a las Administraciones Públicas con competencias en la materia que cualquier desarrollo de sistemas o herramientas deberá cumplir con las especificaciones señaladas por el CTEAJE.



4. Conclusiones

Conforme a lo expuesto, la valoración que hemos de hacer de las acciones desarrolladas por el CGPJ y de la Instrucción 1/2018 del CGPJ debe ser positiva, sin que en ningún caso pueda ser esta considerada un freno para la culminación de la modernización tecnológica de la Justicia32. Aunque es la primera vez que el CGPJ está ejerciendo de forma decidida sus competencias en la materia a fin de aprobar que los SGP sean compatibles y superen las especificaciones técnicas mínimas, debe considerarse una iniciativa que ayuda a superar las dificultades sobre interoperabilidad, lo que conllevará que el uso de tecnologías comunes –LexNET, por ejemplo– pueda ser una realidad en todo el territorio nacional.

Por otra parte, asegura que jueces y magistrados de todo el país tengan acceso a una formación adecuada sobre los medios técnicos de que dispongan y deban utilizar obligatoriamente, lo cual puede suponer que se esté más cerca de conseguir el objetivo de la plena implantación del expediente judicial electrónico. Resulta también positiva porque resuelve, sin invadir competencias del resto de Administraciones implicadas, los problemas que podrían derivarse en el futuro respecto a cambios en los SGP o en los programas por parte de estas, pues tendrán que ser previamente aprobados por el propio CGPJ, lo que implica mayor garantía para jueces y magistrados, a quienes solo podrá imponerse su uso después de superar ese control previo.

Se puede concluir que el CGPJ ha adoptado una actitud proactiva en el plano tecnológico. Esta debe ser acompañada de otras acciones coordinadas, que corresponde efectuar a las otras Administraciones competentes, con la finalidad de subsanar el problema de la falta de jueces y magistrados; de realizar las inversiones precisas para dotar de medios humanos, materiales y espaciales a la Administración de Justicia; y de culminar definitivamente la implantación de la NOJ y del expediente judicial electrónico. De esta forma se estará en condiciones de empezar a revertir la situación actual de la Administración de Justicia, de corregir sus defectos y de subsanar sus deficiencias.
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